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mos en el terreno normativo deberá re-
currirse a alguna de las teorías jurídicas.

En la mayoría de las hipótesis se re-
currirá a algún criterio basado en la pre-
visibilidad: Llámese causalidad adecua-
da, relatividad aquiliana o imputabilidad
objetiva, la previsibilidad ingresará al
establecimiento de la causalidad. En la
teoría actual de la responsabilidad civil
vemos un incremento significativo del
papel que representa la previsibilidad.
Esta última se ha convertido en un ele-
mento transversal de la responsabilidad
civil, ya sea como elemento de la cul-
pa, en el daño para excluir los indirec-
tos o determinar la procedencia del lu-
cro cesante futuro o, como hemos visto,
en el establecimiento del vínculo cau-
sal. Este fenómeno ha potenciado una
cierta bruma en la frontera entre la res-
ponsabilidad civil por culpa o aquélla
hasta ahora denominada objetiva.

La decisión de la Corte ha sido apro-
piada, pues entendiendo ese doble aspec-
to de la causalidad pudo resolver de ma-
nera correcta el caso de la litis. Si bien la
Corte utiliza expresiones relativas para
justificar la admisión del recurso de nuli-
dad, el fundamento es correcto al afirmar
el aspecto de derecho que involucra la
causalidad. No obstante, queda aún un
gran camino por recorrer, ya que todavía
no aparece con nitidez la teoría normati-
va utilizada por el máximo tribunal. C.P.

INSTALACIÓN DE ANTENA DE TELEFONÍA

MÓVIL. RESPONSABILIDAD POR DAÑO AM-
BIENTAL. (CORTE SUPREMA, 30 DE DI-
CIEMBRE DE 2003, Nº INGRESO 4.865-02)

Numerosos han sido los casos de accio-
nes judiciales encaminadas a impedir

la instalación o, bien, obtener el retiro
de antenas de telecomunicaciones em-
plazadas por las concesionarias del
servicio de telefonía móvil en diversas
zonas del país.

Nuestro máximo tribunal ha teni-
do oportunidad de conocer y resolver
dichas pretensiones a través de sendos
recursos de protección que invocan,
principalmente, como garantías consti-
tucionales conculcadas el derecho a vi-
vir en un ambiente libre de contamina-
ción (art. 19 Nº 8 de la Constitución);
y el derecho a la vida y a la integridad
física y síquica (art. 19 Nº 1 de la Car-
ta Fundamental).

Todos estos recursos de protección
han sido invariablemente rechazados
por la Corte Suprema, asentando ya
una doctrina uniforme según la cual:
a) La instalación de antenas de telefo-

nía no precisa, previamente, de un
estudio de impacto ambiental en
atención a lo previsto en los artícu-
los 10 y 11 de la ley 19.300 sobre
Bases Generales del Medio Ambien-
te (v.gr., Corte Suprema, 14 de febre-
ro de 2002, en Lexis Nexis, Nº 19308);

b) Que tampoco requiere de permiso
de construcción de conformidad con
lo dispuesto en el art. 5.1.2 Nº 7 de
la Ordenanza General de Urbanis-
mo y Construcciones, bastando que
la concesionaria del servicio presen-
te a la Dirección de Obras de la Mu-
nicipalidad respectiva un aviso de
instalación y plano de emplazamien-
to de la antena, previa autorización
de instalación por parte de la Direc-
ción General de Aeronáutica Civil,
cumpliéndose así con toda la nor-
mativa legal vigente (Corte Supre-
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del Mes, Nº 502, p. 2.715; también
Corte Suprema, 19 de noviembre de
2002, en Lexis Nexis, Nº 29400; 17
de julio de 2001, en Lexis Nexis, Nº
25192 y 3 de mayo de 2000 en Lexis
Nexis, Nº 16788) y

c) Que no se encuentra acreditado en
el proceso que la instalación y fun-
cionamiento de antenas de telefonía
celular causen un daño a la salud de
la población o que su operatoria pro-
duzca algún tipo de contaminación
(Así, Corte Suprema, 14 de febrero de
2002, en Lexis Nexis, Nº 19308, 19
de noviembre de 2002 en Lexis Nexis,
Nº 29400 y Corte de Apelaciones de
Rancagua en Lexis Nexis, Nº 24591).
La sentencia que ahora comentamos

tiene la especial relevancia de hacer
aplicable la ley de Bases Generales del
Medio Ambiente y, en consecuencia,
la responsabilidad civil ambiental a las
concesionarias de servicios de telecomu-
nicaciones respecto de las instalaciones
de antenas de telefonía celular, contra-
riando, aparentemente, lo que de manera
uniforme venía sosteniendo nuestro
máximo tribunal, pero –hay que decir-
lo–, con dos particularidades que bien
pueden explicar el criterio adoptado en
este caso por la Corte Suprema, a saber:
a) Que la acción ejercida en este caso

no es un recurso de protección con
fundamento en la amenaza o pertur-
bación de un derecho de la persona
garantizado por la Constitución,
sino el ejercicio de la acción ambien-
tal que contempla el artículo 53 de
la ley 19.300 y cuyo bien jurídico
protegido es el ambiente en sí mis-
mo, como valor jurídico autónomo y

b) Que en este caso la antena se em-
plazó en una zona típica, que for-
ma parte del patrimonio cultural,
elemento que debe entenderse in-
corporado al amplio concepto de
ambiente que recoge la ley 19.300.
Los hechos son los siguientes: El

Consejo de Defensa del Estado inter-
pone demanda en juicio sumario en con-
tra de una compañía de telecomunica-
ciones, con motivo de la instalación de
una antena de telecomunicaciones de
aproximadamente 30 m de altura en el
Monumento Nacional, Zona Típica,
Centro Histórico La Serena y solicita la
restauración y reparación material e
integral del ambiente afectado, median-
te el retiro de la antena y la realización
de un estudio posdaño del impacto cau-
sado por la instalación. El fundamento
de la acción impetrada radicaría en que
a juicio del actor la instalación efectua-
da por la empresa demandada infringi-
ría la ley 17.288 sobre Monumentos
Nacionales y la ley 19.300 sobre Bases
Generales del Medio Ambiente, además
del Plan Regulador de La Serena, al no
haberse solicitado la autorización del
Consejo de Monumentos Nacionales y
sometido al Sistema de Evaluación de
Impacto Ambiental. La sentencia de pri-
mer grado acoge la demanda y aplica
la presunción de culpa que contempla
el art. 52 de la ley 19.300 por estimar
infringidos los artículos 29 y 30 de la
ley 17.288, los artículos 2 y 10 de la ley
sobre Bases Generales del Medio Am-
biente, la Ordenanza General de Urba-
nismo y Construcciones y la Ordenan-
za del Plan Regulador Comunal de La
Serena. La sentencia de primer grado
es confirmada por la Corte de Apela-
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ciones de Santiago y en contra de ésta
el demandado recurre de casación en
el fondo. El recurrente estima infringi-
das una serie de disposiciones legales y
reglamentarias, aduciendo, en síntesis,
que ha cumplido con todas las exigen-
cias legales para la instalación de la an-
tena, que no estaba obligada a someter-
se al sistema de impacto ambiental y
que tampoco debía solicitar autoriza-
ción del Consejo de Monumentos Na-
cionales, pues no se trata de una obra
que deba construirse, sino de la instala-
ción de un monoposte para lo cual tam-
poco requería contar con permiso de
edificación.

Antes de entrar al fondo del recur-
so de nulidad por infracción de ley, la
Corte Suprema desestimó el recurso
por dos órdenes de consideraciones
que se plasman en los considerandos
9º a 13º del fallo en comento. Señala, en
primer término, que

“las disposiciones de la Orde-
nanza General de Urbanismo y
Construcciones y la Ordenanza
Local del Plan Regulador de la
Serena no poseen rango o natu-
raleza jurídica de ley, sino que
normas jurídicas de inferior jerar-
quía, respecto de cuya eventual
infracción no cabe su enmienda
por la vía de la casación”,

lo que sólo viene a confirmar la juris-
prudencia ya asentada por el máximo
tribunal (En igual sentido, Corte Supre-
ma, 12 de septiembre de 2001, autos
rol Nº 2270-1999, caratulados “Revi-
siones Santiago S.A. con Ilustre Muni-
cipalidad de San Joaquín” y Corte Su-

prema, 12 de abril de 2000, autos rol
Nº 2.071-99, “Ana María Chesta López
con Director de Obras de la Munici-
palidad de Temuco”).

Agrega la Corte Suprema que los
jueces del fondo dejaron establecidos los
hechos de la causa, los que son obliga-
torios para el tribunal de casación, y que
el recurso no ha señalado como vulnera-
das o transgredidas las normas regula-
doras de la prueba. Esta herramienta,
que también ha sido profusamente utili-
zada por nuestro máximo tribunal –y
la mayor de las veces con justa razón–
para desestimar los recursos de casa-
ción en el fondo, presenta en este caso
una objeción. En efecto, en el conside-
rando 12 del fallo la Corte Suprema se-
ñala que han quedado establecido como
hechos de la causa los siguientes:
a) que la antena se encuentra empla-

zada en una zona histórica o zona
típica;

b) que, en consecuencia, el problema
no se encuentra regido por la ley
de Urbanismo y Construcciones,
sino por la ley 17.288 sobre Monu-
mentos Nacionales y

c) que la instalación de la antena ha
causado un daño en el casco histó-
rico de La Serena y

d) que lo anterior ha significado una
trasgresión de la ley 19.300, sobre
Bases del Medio Ambiente. Como
puede apreciarse, aquellas circuns-
tancias que hemos mencionado
bajo las letras b) y d) precedentes
no son en verdad “hechos de la cau-
sa”, sino apreciaciones jurídicas que
suponen una labor de interpreta-
ción y aplicación de las normas le-
gales que rigen a materia.
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nal no se conformó con desechar el re-
curso en razón de las consideraciones
antes referidas, sino que a partir de los
considerandos 14º y siguientes, refle-
xiona sobre las normas legales que se
han denunciado como infringidas. Lo
novedoso de este fallo es que, sin per-
juicio de hacer aplicable la norma del
art. 30 de la ley 17.288, que exige auto-
rización del Consejo de Monumentos
Nacionales para ejecutar cualquier obra
en una zona declarada típica o pinto-
resca, hace extensiva la obligación de
la concesionaria de someterse al siste-
ma de impacto ambiental, aplicando a
su respecto el art. 10 letra p) de la ley
19.300, según el cual:

“Los proyectos o actividades sus-
ceptibles de causar impacto am-
biental, en cualesquiera de sus
fases, que deberán someterse al
sistema de evaluación de impac-
to ambiental, son los siguientes:
p) Ejecución de obras, progra-
mas o actividades en parques
nacionales, reservas nacionales,
monumentos naturales, reservas
de zonas vírgenes, santuarios de
la naturaleza, parques marinos,
reservas marinas o en cualesquie-
ra otras áreas colocadas bajo pro-
tección oficial, en los casos en
que la legislación respectiva lo
permita”.

De todo lo anterior se desprende
que para nuestro máximo tribunal la ins-
talación de una antena de telefonía celu-
lar no es en sí misma una actividad que
deba someterse al sistema de impacto

ambiental, (como lo ha resuelto reitera-
damente en fallos anteriores), pero sí
cuando ella se emplaza en una zona o
área colocada bajo protección oficial, den-
tro de cuyo concepto supone aquellas
zonas típicas o históricas protegidas por
la ley de Monumentos Nacionales. Ca-
be recordar que el artículo 2º letra ll) de
la ley 19.300 incluye, dentro del concep-
to de ambiente, no sólo los elementos
naturales sino, también, los artificiales y
socioculturales, definición que si bien
puede ser criticable desde un punto de
vista jurídico (véase CORRAL TALCIANI,
Hernán, “Daño ambiental y responsa-
bilidad civil del empresario en la ley de
bases del medio ambiente”, en Revista
Chilena de Derecho, vol. 23, N° 1, 1996),
no deja duda alguna que el patrimonio
cultural es un componente susceptible
de protección ambiental. Sin embargo,
no parece tan prístino que dentro de la
expresión “áreas colocadas bajo protec-
ción oficial” que contempla el art. 10 le-
tra p) de la ley 19.300, deban incluirse
las zonas típicas o históricas. Por lo pron-
to, todas las situaciones que la misma
disposición legal contempla se refieren
a elementos naturales y no sociocultu-
rales. Por otro lado, el artículo 2º letra
a) del Reglamento de la ley 19.300, defi-
ne el concepto de “área protegida” como:

“cualquier porción de territorio,
delimitada geográficamente y
establecida mediante acto de
autoridad pública, colocada bajo
protección oficial con la finali-
dad de asegurar la diversidad
biológica, tutelar la preservación
de la naturaleza y conservar el
patrimonio ambiental”,
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con lo que también parece aducir que
la protección oficial está circunscrita a
áreas o zonas de valor natural. Sin em-
bargo, nos inclinamos por aceptar la
tesis expuesta por la Corte Suprema,
tomando en especial consideración otras
normas que permiten concluir, vía in-
terpretación sistemática, la exigencia de
someterse al sistema de evaluación de
impacto ambiental. En efecto, el artícu-
lo 77 del reglamento del Sistema de
Evaluación del Impacto Ambiental se
refiere a los permisos para hacer cons-
trucciones nuevas en una zona declara-
da típica o pintoresca, o para ejecutar
obras de reconstrucción o de mera con-
servación, a que se refiere el artículo
30 de la ley Nº 17.288, sobre Monumen-
tos Nacionales, estableciendo que para
los efectos del estudio o declaración de
impacto ambiental, según sea el caso,
se deberán señalar las medidas apropia-
das para la preservación del estilo ar-
quitectónico general de las zonas típi-
cas o pintorescas que se afectarán, de
acuerdo con una serie de requerimien-
tos que la misma norma especifica. Se
sigue de lo anterior, que el legislador
discurre sobre la necesidad de some-
terse al sistema de evaluación de impacto
ambiental cuando sea necesaria la auto-
rización del Consejo de Monumentos
para hacer cualquier obra, incluso aque-
llas de mera conservación que, de con-
formidad al art. 5.1.2 de la Ordenanza
General de Urbanismo y Construccio-
nes, no requieren de permiso de edifi-
cación.

El recurrente alega, en varios ca-
pítulos del recurso, que la actividad
que éste presta es de servicios; que no
es una actividad productiva y que la

instalación de una antena no constitu-
ye una obra de construcción, por lo que
no puede aplicarse a su respecto el artí-
culo 10 de la ley 19.300. No nos parece
correcta esta argumentación. Desde
luego, el art. 2º letra b) del reglamento
define en términos muy amplios lo que
debe entenderse por “ejecución de pro-
yecto o actividad”, incluyendo en su
concepto la realización de obras, ac-
ciones o medidas contenidas en un pro-
yecto o actividad, y la adopción de me-
didas tendientes a materializar una o
más de sus fases de construcción, apli-
cación u operación, y cierre, abando-
no o ambos. Una de las fases de opera-
ción de las empresas concesionarias
del servicio público telefónico consis-
te precisamente en la instalación de an-
tenas de telecomunicaciones que les
permita prestar el servicio, por lo que
la voz proyecto o actividad es com-
prensiva de esta acción.

En suma, de seguir el razonamien-
to de la Corte Suprema, habría que con-
cluir que, en la especie, para que la
concesionaria pueda instalar la antena
de telefonía celular en una zona típica
está obligada a elaborar un estudio de
impacto ambiental, no bastando la
mera declaración, pues el art. 11 letra
f) de la ley 19.300 y el artículo 11 del
reglamento, establecen como uno de
los criterios para hacer exigible este
Estudio, cuando la actividad que deba
someterse al sistema de impacto am-
biental, genere alteración de monumen-
tos, sitios con valor antropológico, ar-
queológico, histórico y, en general, los
pertenecientes al patrimonio cultural.

En todo caso, y cualquiera sea el
alcance y sentido que se le de al art. 10
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lo resuelto por la Corte Suprema se ajus-
ta a derecho en cuanto declara la respon-
sabilidad civil por daño ambiental al
haberse omitido la autorización previa
del Consejo de Monumentos Naciona-
les, de conformidad a lo prescrito en el

art. 30 de la ley 17.288, presumiéndose
la culpa del demandado por ese sólo
hecho, no desvirtuada por prueba en
contrario, y habiéndose acreditado en
el proceso el daño ambiental ocasiona-
do y la relación de causalidad. A.A.


